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Temas: 
AUSENCIA DE NEGOCIO JURÍDICO. [A]unque Felipe Gómez es endosatario y, por tanto, como adquirente de los títulos goza de la presunción de buena fe, ella se desvanece en su caso particular, pues no solo intervino en el aparente negocio causal, esto es, el contrato de mutuo, ya que, se repite, ejerciendo funciones como suplente de la gerencia de Inversiones Gofra SAS comprometió sin razón su patrimonio; sino que, a sabiendas de que esa deuda originaria fue una ficción, adquirió luego las letras para sí, como en una doble posición. Esto se traduce en que actuó de mala fe, tanto en relación causal o subyacente, como en la relación cartular misma, a propósito del endoso que se le hizo. Tuvo razón, entonces, la funcionaria de primer grado, al declarar probada la excepción de ausencia del negocio jurídico que dio origen a los títulos valores cobrados, sin que a ello se opongan las críticas que blande el recurrente, porque no se trata aquí de buscar el origen de la transferencia de bienes de los abuelos Gómez Gómez a sus hijos, ni de establecer si en esos negocios hubo fraude, o alguna irregularidad que los invalide, lo cual podrá ser discutido en otros escenarios; de lo que se trata es de verificar qué fue lo que le dio vida a las letras de cambio ejecutadas y la conclusión es que faltó una causa, en vista de que, como se señaló inicialmente, trayendo a colación un ejemplo de la doctrina, ninguna transferencia de dinero ocurrió entre Felipe y Daniela, ni entre esta y la sociedad Inversiones Gofra SAS, o la esta sociedad y Alfonso Gómez; y mucho menos, entre la misma sociedad y la señora Amparo Gómez de Gómez que, aparentemente, era la acreedora de la mayor parte de la deuda. Y sin préstamos de por medio, o entrega de dinero, tampoco un contrato de mutuo, que es el pretendido entre Felipe y Daniela, las letras de cambio carecen de un soporte causal que permita seguir adelante su ejecución. 
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En audiencia pública, programada para esta fecha y hora, resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del 8 de octubre de 2015, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en el proceso antes referido. 

ANTECEDENTES

  



El ejecutante, Felipe Gómez Franco, pidió que se librara mandamiento ejecutivo en contra de la sociedad Inversiones Gofra SAS, representada legalmente por Melva Lucía Franco Suárez, por sendas sumas de $540’148.342,oo, con sus intereses durante el plazo entre el 21 de octubre y el 21 de diciembre de 2013, y moratorios a partir de esa fecha. Además, reclamó costas. 
  



Señaló que por medio de la escritura pública No. 6330 del 25 de octubre de 2013, otorgada en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, la sociedad demandada constituyó hipoteca abierta de primer grado, sin límite de cuantía, a favor de Daniela Gómez Franco, sobre los derechos que tiene respecto de los inmuebles matriculados bajo los números 290-19989, 290-99626, 290-32164, 290-5555, 290-51682. A la vez, se constituyó en deudora de Daniela, por las sumas señaladas, por medio de las letras de cambio allegadas, que nunca fueron pagadas. 

  



El 10 de junio de 2013, Daniela cedió la hipoteca a Felipe Gómez Franco y le endosó los títulos valores que se ejecutan. 

  



Se libró el mandamiento de pago en la forma solicitada, el 21 de julio de 2014. La ejecutada, por medio de apoderada, interpuso recursos que fueron considerados extemporáneos (f. 69, 119, c. 1); sin embargo, se le dio al escrito el alcance de una nulidad, que también fracasó (f. 172, c. 1). De otro lado, procedió a “contestar la demanda” (f. 71, c. 1), y dijo que no le constaban los hechos, se opuso a las pretensiones y pidió, a modo de “declaraciones” que se diera por sentada la ausencia del negocio jurídico que dio origen a los títulos valores; la falta de causa lícita, que origina dolo y fraude procesal, la extralimitación de las facultades del administrador, subgerente y socio minoritario Felipe Gómez Franco, la incapacidad económica de Daniela Gómez Franco, la ausencia de necesidad de la sociedad para efectuar un pago; la simulación del negocio en detrimento de la sociedad; el aprovechamiento de la posición como administrador temporal y subgerente de la sociedad, el pago de lo no debido, la ilegitimidad del valor reclamado, y la falta de presentación para el pago por parte de Daniela Gómez Franco, de las letras ejecutadas. 

Surtido el traslado de estas, que el juzgado estimó como excepciones, replicó el ejecutante. Citadas las partes para la audiencia de que trataba el artículo 432 del CPC., previo decreto de algunas de las pruebas pertinentes (f. 185, c. 1); se llevó a cabo (f. 279, c. 1) y se ordenaron las restantes; se practicaron, las partes alegaron de conclusión y se dictó sentencia en la que fue declarada la excepción de ausencia del negocio jurídico que dio origen a la creación de los títulos valores, con lo que terminó el proceso, se dispuso el levantamiento de las medidas cautelares y la entrega de los bienes; por último las costas se le impusieron al demandante. 
La sentencia partió de la base de que los títulos allegados se ajustan a la preceptiva legal y la hipoteca fue acreditada con la escritura respectiva y los certificados de tradición. A partir de allí, analizadas las excepciones, llegó a la conclusión de que el pago que argumenta el demandante que se le hizo al señor Alfonso Gómez, carece de acreditación en el expediente; ni con el dictamen rendido, tampoco con los testimonios escuchados, menos aún con los interrogatorios absueltos, se logró demostrar que existiera realmente una obligación a cargo de la sociedad demandada y Daniela Gómez Franco, quien luego endosó los títulos al ahora ejecutante; al contrario, dice el Juzgado, la evidencia muestra que, desde la constitución de Inversiones Gofra SAS, se generó un pasivo a su cargo y a favor de Alfonso Gómez Naranjo y Amparo Gómez de Gómez, que luego fue declarado a paz y salvo mediante una transacción. 
Apeló el demandante y adujo en primera instancia que (i) en la respuesta a la demanda se confesó que el dinero materia del proceso fue llevado por la familia Gómez a la notaría, para cumplir el contrato de transacción y que fue Elsa María Arango, funcionaria de esa dependencia, quien lo recibió, esto, a pesar de que todos los testigos han manifestado que nunca hubo dinero de por medio y todo se ideó para efectos meramente contables; (ii) el pasivo por el valor que ahora se cobra subsiste en las declaraciones de renta de la demandada, sin explicación, cuando se aduce que fue condonada; (iii) la condonación, de acuerdo con los artículos 1711 y 1712 del C. Civil, está sujeta a la donación y requiere, por tanto insinuación, que en este caso se omitió; (iv) la comunicación enviada por Edelmira Rojo, empleada de la familia Gómez Gómez, ocurrió el 23 de octubre de 2013, y en ella anexó la “carta transaccional” y los paz y salvos, pero estos tienen fecha del notario que los tuvo a la vista y son fotocopia de su original, por lo que no pudieron haber sido protocolizados con la escritura pública 5043 del 12 de octubre de 2013, y según las declaraciones de Melva Franco y Gonzalo Díaz, la escritura se firmó después del 23 de octubre; (v) entonces los paz y salvos se firmaron después de que Felipe Gómez Franco le pagó al señor Alfonso Gómez Naranjo que debe aceptarse como cierto, porque, repite, si estos se anexaron a la escritura 5043, era inviable su autenticación el 23 de octubre; (vi) por otro lado, a Melva Lucía le era imposible llevar los que le envió el contador el 5 de noviembre de 2013, para anexarlos a la escritura que firmó el 23 de octubre de ese año; (vii) a la escritura 5043 del 12 de octubre, se le anexó un certificado de la Cámara de Comercio expedido el 15 de ese mes, anomalía que es importante, pues las pruebas que tenían que ver con el pago que hizo Felipe Gómez, estaban en ese instrumento; (viii) finalmente, la extinción de la deuda se hizo en favor de la familia Gómez Franco y no de Inversiones Gofra SAS.

Ya en esta sede, fuera de reiterar estos argumentos, agregó otros: (ix) a la creación de Inversiones Gofra SAS en el año 2009, cuyo capital era apenas de 10 millones de pesos, aparece adquiriendo bienes por valor superior a 1.080 millones, sin tener efectivo para adquirirlos; (x) en los certificados de tradición de los inmuebles de matrículas 290 99626 y 29051682, figura a 31 de diciembre de 2009, un año después del fallecimiento de Luis Alfonso Gómez Gómez, que un bien que estaba en cabeza suya desde 1996, fue distribuido entre las cuatro SAS que crearon por esa época, en lugar de que ingresara a su sucesión; allí, Melva Lucía Franco, como representante de Inversiones Gofra SAS, adquirió la cuarta parte. Y explicaron Felipe y Melva Lucía, que al morir Alfonso Gómez Gómez, su padre retomó todas las propiedades y para devolverle el 25% que le correspondía, se creó un documento de transacción de unas propiedades que habían sido donadas por el abuelo. Dada la confianza y familiaridad, se puso un 85% de las acciones a nombre de Melva Lucía Franco, y cuando el dueño de todo el patrimonio se dio cuenta que ella quería apoderarse de ese porcentaje, aceptó recibir el pasivo existente y donárselo a su nieto; (x) se presentó el momento en que se debía resolver el activo y el pasivo de la sociedad, por la inminencia de una intervención quirúrgica el 22 de octubre de 2013 al señor Alfonso Gómez Naranjo que podía causar su muerte, por lo que era necesario extinguir el pasivo y la única operación legal era el pago, como lo corroboró el contador Gonzalo Valencia Díaz (xi) los testigos citados por el demandante negaron que hubo una reunión en la Comercializadora Santander, pero fueron claros en manifestar que todo se hizo por acciones contables y nunca hubo pago, ni situaciones diferentes, es decir, se está tratando de establecer que la situación ocurrida con el pasivo de los mil ochenta millones, con la compra de las propiedades de Gofra, fue únicamente de manera contable; (xii) se demostró que Daniela Gómez sí tenía el dinero en efectivo, pues lo recibió producto del mismo documento de transacción, situación que quisieron desconocer todos los declarantes; y (xii) según declaró Isabel Cristina Lozada, cuanto se estaba haciendo la declaración de renta del año siguiente el pasivo ya se declaró extinguido ante la DIAN por don Alfonso Gómez y Amparo Gómez, situación que inadvirtió la perito Elsa Hernández cuando hizo el estudio, al punto de manifestar que no hay certeza de que hubieran recibido el efectivo, o simplemente si se condonó la deuda. 
  



Replicó en esta instancia la parte demandada y dijo que quedó demostrado que Felipe Gómez nunca se entrevistó con su abuelo Alfonso Gómez Naranjo y nunca entró el 21 de octubre de 2013 a su casa; nadie, además, cree que pudiera estar solo, al contrario, su esposa y sus hijos dijeron que eso nunca llegó a ocurrir. Tampoco es aceptable que llevó el dinero en efectivo. Analizada la versión de Mauricio Gómez Gómez, gerente actual de Comercializadora Santander y hermano del finado Luis Alfonso, explicó cómo se crearon las SAS, y que desafortunadamente su colateral, murió intempestivamente, cuando ya se habían hecho todas las vueltas para ello, solamente se tenía que protocolizar, lo que le fue imposible a él, porque falleció, por eso los hermanos respetaron el 85 por ciento, como habían pactado, pues cada uno creó una sociedad con sus acciones; es decir, que la sociedad no la creó Melva Lucía Franco, más bien, la llamaron sus cuñados y los abuelos de sus hijos para decirle que tal sociedad se había protocolizado y que empezaba a funcionar en cabeza de la familia Gómez Franco. La reunión que aduce Felipe que hubo en la Comercializadora Santander nunca tuvo lugar; el pasivo creado fue solo para efectos parafiscales y fue condonado. Es importante la declaración de la abogada Carmen Lucía Correa, quien afirmó que le dijo al doctor Álvaro Delgado, que si presentaba un documento donde se dijera que los mil ochenta millones fueron pagados, era la primera en declarar que eso es falso, porque la familia Gómez nunca cobró y ella fue una de las abogadas que redactó el contrato de transacción. Todos los testigos dijeron que ese monto nunca fue recibido. En el informe presentado por la perito, quedó dicho que se carece de un soporte de caja por parte del señor Gonzalo Valencia, que para entonces era el contador y hombre de confianza de Felipe Gómez, por consiguiente estos datos no son confiables, como tampoco hubo soporte de las declaraciones de Daniela Gómez. Reiteró al finalizar, el catálogo enunciativo de los indicadores de simulación, para insistir en la situación que concluyó con la creación delas letras de cambio que se ejecutan. 

CONSIDERACIONES

1. Como quiera que los presupuestos procesales concurren cabalmente, la decisión por adoptar será de fondo si, además, no se advierte causal alguna de nulidad que afecte el trámite. 

2. La legitimación en la causa tampoco se remite a duda, como quiera que se trata del ejercicio de la acción cambiaria derivada de sendas letras de cambio, giradas por Daniela Gómez Franco, a favor suyo, y aceptadas por Felipe Franco Gómez, como representante legal de Inversiones Gofra SAS, las que fueron luego endosadas al mismo Felipe Gómez Franco, como persona natural, en propiedad (f. 10, c. 1). Ellas fueron respaldadas, además, con una hipoteca, contenida en la escritura pública 6330 del 25 de octubre de 2013, otorgada en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, en la que la mentada sociedad constituyó esa garantía en favor de Daniela Gómez Franco, sobre cuotas partes de los inmuebles matriculados bajo los números 290-19989, 290-12451, 29032164, 29099626, 290555 y 290-51682, cedida a Felipe Gómez Franco el 1° de junio de 2014 (f. 11 a 22, c. 1). 
3. De la lectura de estos documentos emerge, por un lado, que los títulos valores que sirven de soporte a la ejecución, satisfacen los requisitos generales del artículo 621, y los especiales del artículo 671, ambos del C. de Comercio. Y por el otro, que la copia de la escritura pública que contiene el gravamen, se amolda la lo reglado por el artículo 80 del Decreto 960 de 1970, en cuanto es la primera y presta mérito ejecutivo. 
Es decir, que estaban dadas las condiciones de los artículos 488 y 554-2 del CPC, vigentes para cuando se presentó la demanda, que permitían librar la orden ejecutiva deprecada. 

4. Por eso, era menester que se ocupara el juzgado de las excepciones propuestas, de las cuales halló probada la que se nominó como ausencia del negocio jurídico que dio origen a la creación de los títulos valores. 

5. Antes de abordar lo que es motivo de disenso, brevemente se recuerda que el ejercicio de la acción cambiaria derivada de un título valor, directa como en este caso (art. 781 CCo), entraña la posibilidad de que formulen unas específicas excepciones (art. 784 ibídem), entre ellas, “las derivadas del negocio jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título contra el demandante que haya sido parte en el respectivo negocio o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa”. 
En la teoría de los títulos valores
, bien establecido se tiene que pueden surgir dos tipos de relaciones entre quienes participan de su creación. Una, a la que se le denomina relación causal, o subyacente, que se refiere al negocio jurídico que le dio luz al instrumento cartular, llámese compraventa, mutuo, permuta, promesa, cuyas prestaciones se respaldan con el mismo. Y otra, que es la específica acción cambiaria, que surge cuando se pone en circulación el título valor, con la intención de hacerlo negociable. Esta segunda supone, sin duda, que el tenedor legítimo de un título de esta especie, está liberado de probar aquella convención que pudo haberle dado origen, precisamente, porque son características del mismo que permiten legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en él se incorpora (art. 619 CCo), sin requerimientos adicionales, pues se presume auténtico (arts. 793 ej., 252 CPC, vigente al momento de promoverse la demanda), y contiene una obligación clara, expresa y exigible (art. 488 CPC), que lo dota de un carácter ejecutivo (art. 793 citado).
Por ello mismo, cuando se propone como excepción contra la acción cambiaria, la que tiende a poner en entredicho el negocio originario del mismo, la carga de la prueba recae esencialmente en el demandado
, pues al tenedor le basta aducir el contenido literal del instrumento que, en principio, es suficiente para que se libre la orden de pago y se continúe la ejecución. 
6. Por supuesto que cuando se habla de títulos valores ellos deben, necesariamente, incorporar un derecho. Por ello se clasifican, de acuerdo con lo que puede el tenedor reclamar, en aquellos de contenido crediticio, que son representativos de dinero, como la letra de cambio, el cheque, el pagaré. Otros corporativos o de participación, que lo que indican es una determinada calidad del tenedor, como las acciones. Y unos más, que son los representativos de mercancías, como el certificado de depósito, o la carta de porte. 

7. Incumbe al caso de ahora la letra de cambio, instrumento negociable que, como quedó dicho, entre sus exigencias generales, como cualquiera otro de su género, debe contener la mención del derecho que incorpora, que para su caso, es el pago de una determinada suma de dinero, respecto de la cual se contrajo la obligación, mediante una relación causal que, en principio, no tiene por qué salir a relucir, a menos que, como en este caso, se proponga la aludida excepción que supone la prueba de que el negocio que subyace es inexistente, está viciado de nulidad, o se incumplió, por ejemplo. 

     
Concretamente, una de las posibilidades de habilitar esta excepción, consiste en que, a pesar de la mención que contiene el título, nunca hubo realmente una contraprestación económica, es decir, que el dinero que dice respaldar la letra, nunca se entregó.  Tanto más cuando se trata de un contrato de mutuo, que es lo que nos atañe, pues de todo el breviario se extrae, según el demandante, que la relación surgió como consecuencia del préstamo de dinero que su hermana le hizo a la sociedad ejecutada, para cubrir un pasivo que de tiempo atrás tenía cargo. 
En hipótesis como esta, la doctrina asume que “Si A otorgó a la orden de B un pagaré en virtud de un contrato de mutuo en donde A recibiría de B una suma de dinero que el mutuante no entregó al mutuario, al ser ejercida la acción cambiaria ejecutiva del tenedor contra el otorgante, este podría oponer la excepción causal de non numeratae pecuniae que debería prosperar en razón de las circunstancias dentro de las cuales se desenvolvió la relación causal… Y si fue el beneficiario B quien endosó el mismo pagaré a C en razón de una operación de descuento que el endosatario incumplió al no entregar el precio al endosante, si este fuere demandado por su endosatario C en ejercicio de la acción cambiaria de regreso, también podría oponer la excepción de contrato no cumplido. Todo, porque tanto en el primer caso, como en el segundo, demandantes y demandados, hicieron parte de los negocios respectivos…”

Como bien se dijo, esta excepción procede contra quien fue parte en el respectivo negocio o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa. Y la noción de buena fe exenta de culpa que refiere el estatuto mercantil, acepción inocua para algunos, porque se confunde con el de buena fe
, en realidad tiene trascendencia, como lo han explicado otros sectores de la doctrina
 y la jurisprudencia nacional. Incluso en sede constitucional se ha sostenido que: 

…en diferentes escenarios, también opera lo que se ha denominado buena fe cualificada o exenta de culpa. Al respecto, este Tribunal ha explicado:

“Esta buena fe cualificada, tiene la virtud de crear una realidad jurídica o dar por existente un derecho o situación que realmente no existía. La buena fe creadora o buena fe cualificada, interpreta adecuadamente una máxima legada por el antiguo derecho al moderno: ‘Error communis facit jus’, y que ha sido desarrollada en nuestro país por la doctrina desde hace más de cuarenta años, precisando que ‘Tal máxima indica que si alguien en la adquisición de un derecho o de una situación comete un error o equivocación, y creyendo adquirir un derecho o colocarse en una situación jurídica protegida por la ley, resulta que tal derecho o situación no existen por ser meramente aparentes, normalmente y de acuerdo con lo que se dijo al exponer el concepto de la buena fe simple, tal derecho no resultará adquirido. Pero si el error o equivocación es de tal naturaleza que cualquier persona prudente y diligente también lo hubiera cometido, por tratarse de un derecho o situación aparentes, pero en donde es imposible descubrir la falsedad o no existencia, nos encontramos forzosamente, ante la llamada buena fe cualificada o buena fe exenta de toda culpa’.”

88. De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la buena fe simple y la buena fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los dos eventos se parte del supuesto de que la persona obró con lealtad, rectitud y honestidad, la buena fe simple se presume de todas las actuaciones o gestiones que los particulares realizan ante el Estado, de ahí que sea éste quien deba desvirtuarla. Por su parte, la buena fe exenta de culpa exige ser probada por quien requiere consolidar jurídicamente una situación determinada. Así, la buena fe exenta de culpa exige dos elementos: de un lado, uno subjetivo, que consiste en obrar con lealtad y, de otro lado, uno objetivo, que exige tener la seguridad en el actuar, la cual solo puede ser resultado de la realización actuaciones positivas encaminadas a consolidar dicha certeza.

     



De manera que tal concepto, dice relación con la forma en que se adquiere la tenencia del título, esto es, que si viene precedida de la convicción de haberlo hecho por medios legítimos, se habilitará el ejercicio del derecho cartular sin que se tenga qué resistir la excepción aludida; de lo contrario, es decir, cuando el tenedor asume esa posición gracias a la ley de circulación del instrumento, pero conoce de la forma ilegítima en que la obligación fue contraída, y aun así no prevé las consecuencias de su acción, o actúa imprudentemente en la adquisición del título, cabrá también en su contra la pregonada excepción. 

8. Estas reflexiones se tornan indispensables, porque, ya se dijo, el juzgado declaró probada la excepción de “ausencia del negocio jurídico que dio origen a la creación de los títulos valores, base del recaudo ejecutivo”. Solo que, agrega la Sala, en este evento, la situación debía ser mirada frente a intervinientes diferentes a los que inicialmente participaron en la creación del título, dado que no fue la giradora y a la vez beneficiaria, Daniela Gómez Franco, quien demandó, sino un endosatario suyo, Felipe Gómez Franco, esto es que el examen debe partir de considerar si él intervino en el negocio causal, o, en caso, contrario, si como endosatario actúa con buena fe exenta de culpa. 
Para la Colegiatura, es claro que Felipe Gómez Franco conoció de primera mano cuál fue el vínculo jurídico entre quienes intervinieron en la creación y la aceptación de la letra de cambio, como quiera que fue él, precisamente, quien aceptó la orden impartida a Inversiones Gofra SAS, en calidad de subgerente. Así consta en los documentos que se trajeron como recaudo ejecutivo. Y luego, él mismo propició que se le endosaran los instrumentos negociables para iniciar la acción respectiva. 

Ahora, si se pusiera en duda lo anterior, por cuanto promueve la demanda como persona natural y no en representación de la persona jurídica que aceptó las letras, lo cierto es que la sociedad demandada cumplió el cometido probatorio que le incumbía, esto es, que logró acreditar que viene actuando de mala fe, y por tanto le era oponible la excepción, dado que, se reitera, participó en todo el entramado negocial que dio génesis a los títulos que se ejecutan y que, al final, le fueron endosados en propiedad. 
9. La afirmación anterior surge del análisis que enseguida se emprenderá, y que servirá también de base para prohijar la decisión de primer grado, por cuanto, bien lo dijo el Juzgado, y es lo que las pruebas reflejan, la ausencia de causa deriva de varias situaciones: 
a. Tanto Felipe Gómez Franco, en su interrogatorio, como Daniela, su hermana, en la declaración que rindió, señalaron que el origen de la deuda por la que se giraron los títulos valores, viene de la creación misma de Inversiones Gofra SAS, pues en su contabilidad y ante la DIAN, aparecían unas cuentas por pagar y un pasivo de $1.080’296.684,oo, producto de la venta de unos inmuebles por parte de sus abuelos. 

       
Sin embargo, todas las demás pruebas apuntan a que esa deuda fue una ficción, que se hizo aparecer en esos documentos para efectos meramente contables, porque nunca se pagó un solo peso, ni se comprometió capital alguno por parte de Inversiones Gofra SAS. Así lo corroboraron el mismo Felipe y su hermana Daniela, en sus intervenciones. Incluso aquel, con toda precisión señaló que por esa aparente compraventa no hubo ni contraprestación, ni precio. 
   
Lo mismo dijeron Amparo Gómez de Gómez, abuela de aquellos, José Mauricio y Gloria Elena Gómez Gómez, sus tíos. Al unísono manifestaron que la intención del abuelo Alfonso Gómez, fue repartir en vida sus bienes, y para ello se hacían unas operaciones de tipo contable, sin que ellas implicaran, en realidad, la asunción de deuda alguna por parte de los hijos, como tampoco de Inversiones Gofra SAS; hubo solo registros, pero nunca el pago de sumas de dinero, salvo por la suma que al final le entregó la familia Gómez Gómez a la familia Gómez Franco, por valor de $2.500 millones de pesos, que nada tenían que ver con el aparente pasivo que existía, pues, como bien lo aducen todos, incluyendo al ahora demandante, fue condonado por los abuelos.


 


Y que esto último fue así, emerge de la cláusula sexta del contrato de transacción aportado (f. 90 a 107, c. 1), en la que, con claridad se hizo constar que Alfonso Gómez y Amparo Gómez, en desarrollo del mismo declararon “A PAZ Y SALVO por las obligaciones que esa persona jurídica tiene a favor de ellos por las sumas de TRESCIENTOS SETENTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS CINCUENTA PESOS ( $376.369.950,00) y SETECIENTOS TRES MILLONES NOVECIENTOS VEINTISÉIS MIL SETECIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS ($703’926.734,00), respectivamente. Así mismo, ALFONSO GÓMEZ NARANJO, AMPARO GÓMEZ GÓMEZ y la Sociedad Inversiones Gofra S.A.S., entregarán certificación contable firmada por el Contador y Representante Legal donde conste la extinción de la Cuenta por Cobrar ó (sic) de la obligación respectiva antes del 31 de diciembre de 2012”. Ese contrato de transacción fue suscrito por Daniela Gómez Franco, Felipe Gómez Franco y Melva Lucía Franco Suárez, esta, a nombre propio y como representante de Valentina Gómez Franco y de Inversiones Gofra SAS, además, como subrogataria de Yeison Gómez Osorio; también por Amparo Gómez de Gómez, Alfonso Gómez Naranjo, José Mauricio, Gloria Elena y Jorge Iván Gómez Gómez. 
   



Así que cuando el mismo ejecutante acepta, y lo corrobora su endosante, que la génesis de todo estaba en la cuenta por cobrar, a cargo de Inversiones Gofra SAS, esa fue, precisamente la que se transó, que, sumando los dos valores, ascienden exactamente a la suma que aquí se cobra, esto es, $1.080’296.684,oo, dividida en dos letras de $540’148.342,oo, cada una.  

  
El dictamen pericial rendido, también fue claro en señalar que el pasivo que afectaba el patrimonio de Inversiones Gofra SAS, venía siendo registrado desde el año 2009. Pero ya se sabe, por el dicho de todos los integrantes de la familia, que todo se hizo para efectos contables y tributarios, no porque en realidad existiera una deuda a cargo de Luis Alonso Gómez Gómez, padre de Felipe y Daniela, o posteriormente de la sociedad demandada. 
b. A partir de allí, teniendo claro que no había una obligación originaria en cabeza de esta sociedad, se teje otra serie de circunstancias que sacan a flote la ausencia de una verdadera causa para crear las letras de cambio. Por ejemplo: 
c. Nada demuestra que el dinero que Daniela Gómez Franco dice haber prestado a Inversiones Gofra SAS, hubiese estado en su poder. Por el contrario, ella misma y su hermano Felipe afirmaron que el beneficio económico que recibieron de sus abuelos, fue manejado todo por el demandante. 

d. La intención de los hermanos Gómez Franco, según relataron, fue pagar el pasivo que dicen que existía a cargo de Inversiones Gofra SAS, equivalente a $1.080’296.684,oo. Mas, si la entrega del dinero de Daniela a Felipe carece de evidencia, mucho más, la que este dice haber hecho a Alfonso Gómez. Su versión sobre este aspecto, como señala el fallo, es inverosímil, por múltiples razones, por ejemplo, (i) que ninguna prueba respalda que hubiera estado en la casa de su abuelo el día en que se suscribieron las letras, para entregarle el dinero; por el contrario, su misma abuela se encargó de precisar que Alfonso Gómez, por la época de su enfermedad, nunca estuvo solo con el servicio doméstico; (ii) que llevar más de mil millones de pesos, en efectivo, en un vehículo particular, sin la más mínima seguridad, no es cosa de poca monta; como tampoco lo es, que una persona en sus cabales, después de haber entregado a la familia Gómez Franco más de dos mil quinientos millones de pesos, quiera también “regalarle” a quien quería solucionar un aparente problema, esa suma de dinero, sin que nadie se enterara; (iii) que llevara el total del dinero dividido en dos fracciones, una por $376.369.950,oo y otra por $703’926.734,oo, respectivamente, esta última que nunca bajó de su carro. Bastante coincidencial esta situación, además, por cuanto lo que refieren otras pruebas, como se analizará, es que, en apariencia, el primer monto se le debía al abuelo, y el segundo a la abuela. 
e. Lo más paradójico de todo, es que ese mismo representante, luego se hiciera endosar las letras y ceder la hipoteca para obtener beneficio por partida triple: (i) primero, porque inversiones Gofra SAS nunca contrajo directamente una obligación dineraria con la familia Gómez Gómez, como se analizó; (ii) segundo, porque lo que figuraba contablemente, fue objeto de una transacción, también con la finalidad de arreglar en la contabilidad la situación; es decir, que si pudiera hablarse de una deuda efectiva, ella despareció por la aceptación expresa de los aparentes acreedores, quienes extendieron los paz y salvos respectivos; (iii) y tercero, para completar, porque el dinero que dice haber conseguido, con un aporte suyo y otro de su hermana, y que fue a pagarlo a su abuelo, a la postre le fue regalado, según afirma, como si se tratara de una insignificante cantidad y ella no tuviera repercusiones contables.

f. Aquí luce relevante agregar a lo que se dijo en primera instancia, que se dejó de analizar, que, si lo que se discute por el demandante al replicar las excepciones, es que él le pagó al abuelo los $1.080’296.684,oo, pero este se abstuvo de recibir y más bien le obsequió el dinero, lo cierto es que buena parte del mismo no era de él, sino que, el mayor valor del pasivo, si es que lo había realmente, figuraba en la contabilidad a favor de su abuela Amparo Gómez, con quien ninguna negociación se hizo por parte del subgerente de Inversiones Gofra. Ella misma, que asistió a declarar, precisó que todo el relato que hizo Felipe del pago a su abuelo carece de veracidad, pues nunca estuvo solo, ni su nieto llegó con la abultada cifra que dice haber llevado consigo. 
  



Si se miran los certificados que el contador Gonzalo Valencia Díaz dice haber enviado a la representante legal de Gofra (f. 135 y 136, c. 1), son claro reflejo de que las obligaciones se registraban a favor de Amparo Gómez de Gómez y Alfonso Gómez Naranjo, por las sumas referidas; eso mismo es lo que enseñan los paz y salvos que reposan a folios 137 y 138 del cuaderno principal. 
g. 
Ni la misma Daniela Gómez Franco, inicial acreedora, sabe con certeza que fue lo que originó la creación de los títulos valores. Tan solo dijo que asistió a una reunión en la que estuvieron varios integrantes de la familia Gómez Gómez, incluida la abuela, y se les propuso que realizaran una hipoteca de los bienes de Gofra SAS, pero nada más explicó. Sus tíos, sin embargo, sin necesidad de repetir sus declaraciones, dijeron que la reunión en la que el demandante aduce que se habló de la constitución de la hipoteca nunca tuvo lugar, y no es suficiente el dicho de aquella para dar por acreditado ese hecho, en razón de la sospecha que sobre ella se cierne, dado el marcado interés que tiene en el resultado del proceso y su participación en las ficticias negociaciones que dieron lugar a la creación de las letras y la constitución de la hipoteca y los posteriores endoso y cesión.
h. La auxiliar que rindió el dictamen no halló registros de las operaciones dinerarias que, para el ejecutante, dieron lugar a la creación de las letras de cambio. Y es relevante, además, que, aprovechando la ausencia de Melva, Felipe firmara la hipoteca y aceptara las letras de cambio, como subgerente de Inversiones Gofra SAS, sin recibir ninguna contraprestación efectiva, pues ello nunca se hizo constar válidamente en la contabilidad, como explicó la perito; es decir, que nunca se registró el ingreso del dinero que Gofra SAS recibió de Daniela; su egreso sí, pero en unos documentos que carecen de todo soporte, porque provienen de personas diferentes a los acreedores. Dicho de otra manera, tampoco Alfonso Gómez y Amparo Gómez dieron por recibida la suma que aquí se cobra y el reflejo de todo está en la transacción a que se aludió, en la que, se recuerda, liberaron de toda obligación a la familia Gómez Franco, solo para efectos contables, se insiste también en ello. 

 
10. 
Lo que está claro, entonces, es que, al comienzo de todo, cuando se creó la sociedad Inversiones Gofra, la familia Gómez Gómez, o para mejor decir, Alfonso y Amparo Gómez, decidieron poner a nombre de la entidad unos bienes, para asegurar la parte que le correspondería a su fallecido hijo Luis Alfonso Gómez Gómez, y que ella se distribuyera entre su cónyuge y sus herederos; pero, como bien lo explicaron los deponentes, incluyendo la misma Amparo Gómez, todo se hizo con el convencimiento de que nunca hubo dinero de por medio, es decir, que los hijos de la pareja no contrajeron obligaciones dinerarias para con sus padres; lo que querían era evitar altos costos tributarios y por ello se relacionó el pasivo de los $1.080’296.684,oo, a la postre transigido.

  
11. De manera que lo que observa la Sala es que si alguna relación causal hubo que justificara la emisión de títulos valores, no fue el mutuo entre Daniela e Inversiones Gofra SAS, sino, en apariencia, la deuda que había por los bienes que le fueron trasferidos a la misma, que, como ya se dijo, fue al final de cuentas objeto de una transacción, en virtud de la cual se declaró a paz y salvo. 

12. Por todo lo dicho, se concluye que aunque Felipe Gómez es endosatario y, por tanto, como adquirente de los títulos goza de la presunción de buena fe, ella se desvanece en su caso particular, pues no solo intervino en el aparente negocio causal, esto es, el contrato de mutuo, ya que, se repite, ejerciendo funciones como suplente de la gerencia de Inversiones Gofra SAS comprometió sin razón su patrimonio; sino que, a sabiendas de que esa deuda originaria fue una ficción, adquirió luego las letras para sí, como en una doble posición. Esto se traduce en que actuó de mala fe, tanto en relación causal o subyacente, como en la relación cartular misma, a propósito del endoso que se le hizo. 
  



10.  Tuvo razón, entonces, la funcionaria de primer grado, al declarar probada la excepción de ausencia del negocio jurídico que dio origen a los títulos valores cobrados, sin que a ello se opongan las críticas que blande el recurrente, porque no se trata aquí de buscar el origen de la transferencia de bienes de los abuelos Gómez Gómez a sus hijos, ni de establecer si en esos negocios hubo fraude, o alguna irregularidad que los invalide, lo cual podrá ser discutido en otros escenarios; de lo que se trata es de verificar qué fue lo que le dio vida a las letras de cambio ejecutadas y la conclusión es que faltó una causa, en vista de que, como se señaló inicialmente, trayendo a colación un ejemplo de la doctrina, ninguna transferencia de dinero ocurrió entre Felipe y Daniela, ni entre esta y la sociedad Inversiones Gofra SAS, o la esta sociedad y Alfonso Gómez; y mucho menos, entre la misma sociedad y la señora Amparo Gómez de Gómez que, aparentemente, era la acreedora de la mayor parte de la deuda. Y sin préstamos de por medio, o entrega de dinero, tampoco un contrato de mutuo, que es el pretendido entre Felipe y Daniela, las letras de cambio carecen de un soporte causal que permita seguir adelante su ejecución. 
   



11.
La sentencia, en consecuencia, será confirmada, y se condenará en costas a la parte recurrente, las que deberán liquidarse en la forma establecida en el artículo 366 del CGP, pues es claro que el tránsito de legislación que prevé el artículo 625 de este estatuto, tiene CABIDA, en este caso, a partir, inclusive, de la notificación que se haga de este proveído. 
  



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 8 de octubre de 2015, en el proceso referenciado al comienzo. 

Costas de segundo grado a cargo del recurrente y a favor de la demandada. Liquídense en la forma regulada por el artículo 366 del CGP. 

Decisión notificada en estrados. 
Los Magistrados, 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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